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Vicarios (DCH)* 


Susana Frías** 


1. Introducción 


En su origen este término polisémico remitía a la acepción “que tiene vez de otro”! Ya en las 
Siete Partidas se hacía referencia a los oficiales “que fincan por adelantados en lugar de los em- 
peradores e de los reyes e de los grandes señores”2 También se aludía a los arcedianos como 
vicarios de los obispos, a la vez que se definían sus atribuciones. En un repaso por las fuentes 
lexicográficas merece especial mención el Diccionario de Autoridades, que en 1739 recogía 
tanto el uso corriente como sus variaciones en el ámbito eclesial. Ahí se definía vicario como 
“el que tiene las veces, poder y autoridad de otro para obrar en su lugar”3 La consulta de las 
fuentes legales y doctrinales de este diccionario ha mostrado que la acepción más frecuente 
en ellas era la de delegado del obispo con funciones ordinarias que este expresamente le daba. 
De acuerdo con Murillo Velarde el vicario podía por razón de su cargo despachar todos los 
negocios y causas que pertenecían a la jurisdicción ordinaria del obispo. 

El artículo busca dar luz sobre algunos temas que trascienden la mera descripción de la 
institución. En el caso americano es necesario destacar la tensión entre los prelados y las órde- 
nes religiosas generada a partir de la organización administrativa de las diócesis, en tanto que 
esta quitaba funciones a aquellas, que habían llevado el peso de la evangelización desde los 
inicios de la conquista.3 En la vida cotidiana, la tirantez se manifestó al querer los prelados su- 





* Este artículo forma parte del Diccionario Histórico de Derecho Canónico en Hispanoamérica y Filipinas 
(S. XVI-XVIII) que prepara el Max-Planck-Institute for Legal History and Legal Theory, cuyos adelantos se 
pueden ver en la página Web: https://dch.hypotheses.org/ 

** Miembro de número, Academia Nacional de la Historia de la República Argentina. 

1 Nebrija (1516), Pág. 149, Col. 2. 

2 Las Siete Partidas, Partida 1, Título De los Clerigos, de las cosas que les pertenece fazer, e de las que les 
que les son verdades, Ley 4 Que quiere dezir Arcediano, e que cosas ha de fazer de su officio. La Partida 
II, Título Que fabla de los Emperadores, e de los Reyes:e de los otros grandes Señores, Ley 13 Quales son 
llamados catanes:o valuasores:e vicarios e que poder han. 

3 Diccionario de la lengua castellana (1739), Pág. 475, Col. 1. TerREROS Y PANDO (1788), Pág. 791. 

4 MuriLLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L Tít. 28, De Officio Vicarii, No. 298. 

3 Debe señalarse que, en el siglo XVI, los prelados de América fueron, mayoritariamente, miembros de 
alguna orden religiosa. Buenos ejemplos de la ambigua posición de la Corona se encuentran en varias 
provisiones insertas en el Cedulario referidas a la construcción de monasterios. Los prelados insistían en 
que las órdenes —especialmente Santo Domingo, San Francisco y San Agustín— los erigían en gran canti- 
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jetar a los frailes a su jurisdicción. Estos contrapusieron la teoría del rey como jefe de la iglesia 
indiana, o dicho en otros términos, como vicario apostólico de Indias. Asimismo, como telón 
de fondo, será necesario tener en cuenta las pugnas de criollos y españoles tanto en el ámbito 
diocesano como en el seno de las órdenes. Ese conflicto tenía su raíz en el deseo de aquellos 
de ascender en las funciones dentro de la estructura eclesiástica. Simultáneamente, en las 
ciudades más importantes de América hubo, desde el siglo XVI, grupos que luchaban por 
defender sus intereses, especialmente en las ciudades más importantes. 

A continuación, se analizará la figura del vicario en sus acepciones de vicario de Cristo (2), 
vicario general (3), vicario capitular, nombrado por el cabildo eclesiástico (4) y otros oficiales 
como los foráneos (5), los coadjutores (6) y el vicario apostólico (7). En el ámbito castrense, 
la tardía aparición del vicario puede ser vista como los esfuerzos del poder real español por 
tener jurisdicción plena sobre la iglesia americana (8). Por su parte entre las Órdenes religio- 
sas, el cargo tuvo también rasgos problemáticos relacionados con los conflictos entre criollos 
y españoles (9). El texto cierra con un balance historiográfico (10). 


2. Vicario de Cristo 


De todos los autores consultados es Murillo Velarde quien define esta acepción más ajustada- 
mente, al describirlo como quien ocupaba el lugar de Cristo en la tierra, el sucesor de Pedro, 
príncipe de los apóstoles, la cabeza visible de la Iglesia, el juez de las controversias. Su nombre 
en griego era papa, padre, y gozaba de la suprema potestad. Además se recalcaba su carácter de 
juez y de dispensador de derecho canónico y la calidad de vicario perpetuo. 

El papa es obispo de la diócesis de Roma, cargo que ejerce por medio de un vicario general, 
el cual, como obispo, tiene jurisdicción sobre toda la ciudad y hasta aproximadamente 60 km 
de ella. También designa un vicario general para la ciudad del Vaticano. En ambos casos, 
actúan en nombre del Papa, siempre son cardenales y tienen todas las funciones propias de 
un obispo diocesano. Como se trata de una concesión papal, ambos cargos son temporales. 





dad sin contar con su autorización, aseveración que era avalada por las cédulas. Sin embargo, simultánea- 
mente la Corona otorgaba excepciones o aceptaba la solicitud de determinada comunidad para instalarse 
en algún lugar específico. Cedulario de Encinas, Libro Il, Págs. 142-146. Algunas se encuentran también 
reproducidas en MiLLÉ (1958, 1961, 1964) en relación con cada una de las órdenes que trata. 

6 Mur1LLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L, Tít. 11, De Temporibus ordinationum 8z qualitate 
Ordinandorum, No. 207. 
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3. Vicario general 


Esta figura se conocía como provisor y vicario general, hacía las veces del obispo para ejercer 
la jurisdicción y era elegido por este sin el consentimiento del cabildo.” Se entendía como 
jurisdicción tanto la contenciosa como la voluntaria o administrativa. El vicario general era 
vicario dato o dativo pues hacía las veces del obispo para ejercer la jurisdicción y también se 
llamaba oficial del obispo. 

No hay acuerdo entre los tratadistas sobre si era obligación del prelado o no el nombra- 
miento de vicario. Solórzano opinaba que, si la diócesis era chica y pocos los asuntos a despa- 
char, el prelado no estaba obligado. En caso de que se viera abrumado por estos y aun así se 
negara, podía ser forzado a nombrarlo recurriendo al arzobispo.8 Por su parte, Hevia de Bo- 
laños usa el término “puede” en referencia al nombramiento por parte del prelado. Villarroel 
Opina que era presuntuoso aquel que creía poder abarcar en sí muchos asuntos. En cambio, 
Murillo afirma que no era imprescindible que lo hiciera, pero que, si quería, podía constituir 
dos o más vicarios generales.? 

La necesidad de contar con un vicario general parecía estar bastante clara en relación con 
las diócesis americanas. Villarroel que lo vivió como obispo de Chile- expresa que cuando él 
visitaba la provincia aquende la cordillera, era necesario contar con el vicario para que hiciera 
sus veces, ya que el cierre de los pasos por el invierno podían demorarlo por un año o más. 
Además, aunque no fuese tan largo el alejamiento, la salida del prelado para visitar la diócesis 
hacía necesaria la presencia del vicario en la ciudad cabecera. 

Los concilios provinciales también fueron una oportunidad para que el obispo nombrase 
un vicario para reemplazarlo mientras durase su ausencia. La obligación de asistir a estas 
reuniones convocadas por los metropolitanos, las demoras que ocasionaban los traslados, así 
como las que derivaban de las deliberaciones, podían hacer que estos alejamientos duraran 
años y no faltó el obispo que nunca pudiese regresar a su diócesis.10 Más excepcionalmente 
un obispo podía ser requerido para cumplir una comisión determinada que lo obligase a salir 
de su obispado, como la que recibió el de Quito, fray Pedro de la Peña, a quien convocó el 
virrey Toledo para que se ocupase en Lima de asuntos de la Inquisición.!! 





7 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro I, Tít. 28, De Officio Vicarii, No. 295. Los títulos de pro- 
visor y vicario general permanecieron unidos en una sola persona hasta la reforma del Código en 1917. 

8 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 8, Págs. 52-64. 

2 Hevia DE BoLañÑos, Curia Philipica, Parte L, Párrafo 2, No. 8, Pág. 10. VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, 
Tomo L, Quest. 10, Art. 7, Pág. 661; en las páginas siguientes enumera los autores tanto a favor como en 
contra de la obligatoriedad y también sostiene que puede haber dos vicarios. MurILLO VELARDE, Cursus 
luris Canonici, Libro L, Tít. 28, De Officio Vicarii, No. 295. 

10 Entre los obispos de la diócesis del Río de la Plata cabe mencionar al primero de ellos, fray Pedro Carran- 
za quien en julio de 1628 partió para el concilio de Charcas y estuvo ausente hasta 1631; fray Cristóbal 
de Aresti viajó a La Plata en 1638 y falleció antes de regresar a su sede; caso semejante es el de Manuel 
Antonio de la Torre, quien viajó al Il concilio de Charcas en abril de 1773 y murió allí en octubre de 
1776. 

11 ViLLEGAS (1975), Pág. 150 y en páginas siguientes el autor habla de la dificultad de combinar la residencia 
en sus diócesis con estas comisiones y con la concurrencia a los Concilios povinciales. 
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El obispo también podía nombrar un vicario episcopal, oficio con potestad ordinaria, vica- 
ria y administrativa, semejante a la del vicario general. Se diferenciaba de este porque solo lo 
asistía en una circunscripción eclesiástica o en una porción de la diócesis y siempre lo hacía 
en materias específicas. 

Los requisitos para ser elegido vicario eran tener más de veinticinco años y ser teólogo, 
canonista o jurista. El MI Limense establecía que se eligieran “los que en vida y saber son aven- 
tajados y a ninguna persona, no sólo infame, más aún ni notada por cualquier vía de algún 
vicio” Villarroel lo sintetiza mediante la expresión “de mucha sabiduría y probada virtud”.12 
Solórzano, en cambio, entiende que debían estar ordenados de orden sacro porque debían 
juzgar causas de individuos eclesiásticos. El vicario no debía ser extranjero ni, en lo posible, 
natural de la ciudad en la que iba a residir. Murillo Velarde considera que el prelado podía 
tener asesor laico en causas criminales contra clérigos, pero al igual que aquel opina que 
sería indecoroso que el vicario fuese un laico.13 Podían serlo los regulares con licencia de sus 
superiores, pero si el obispo pertenecía a una orden, debía evitar que su vicario perteneciera 
a ella. 14 

En América fueron frecuentes las cuestiones de preeminencia, que solían encubrir disen- 
sos más profundos. La forma en que debía darse la paz, el lugar en las procesiones o los asien- 
tos en el lado del evangelio o de la epístola, son, junto con los sitiales en el coro, algunos de 
los problemas que aparecen en la documentación. No podía estar ausente la discusión sobre 
el lugar que correspondía al vicario general y si este precedía a los canónigos o no. Los autores 
parecen estar de acuerdo respecto del deán pero no sobre el lugar del arcediano.15 Tampoco 
concuerdan los tratadistas en la posibilidad de remover al vicario, aun mediando juramento 
del prelado para no hacerlo. La doctrina establecía que sólo existiendo causa grave podía ser 
desplazado. Quienes afirmaban que no debía hacerse opinaban que iba en desmedro de la 
dignidad del oficio y de la reputación de quienes habían sido elegidos para ejercerlo. 





12 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo l, Quest. 10, Art. 7, Pág. 661. 

13 Conc. III Lima, Actio III, Cap. 2, Quibus Ministris utidebeant Episcopi, Fol. 49rv. VILLARROEL, Gobierno 
Eclesiástico, Tomo 1, Quest. 10, Art. 7, Pág. 661. SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 8, 
afirma que, con especial autorización del Papa, los seculares, aun siendo casados, pueden ser vicarios 
generales del obispo. MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L, Tít. 28, No. 297. VILLARROEL, 
Gobierno Eclesiástico, Tomo I, Quest. 10, Art.7, Pág. 661. 

14 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo I, Quest. 6, Art. 10, Pág. 490 pone el ejemplo del obispo de San 
Juan de Puerto Rico al que una real cédula le ordenó, en 1580, remover al provisor que era franciscano 
como él: ver el ejemplo en SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 8, Pág. 54, quien agrega 
que no debe permitirse que los frailes mendicantes ni los de órdenes menores lo sean, porque están fuera 
del mundo y, generalmente, no entienden de cuestiones forenses. El autor da otros ejemplos de prelados 
que llevaron consigo miembros de su misma orden a fin de darles esta ocupación, lo que motivó quejas 
en las Audiencias respectivas. 

15 Orriz CANTERO (1727), Libro 1, Cap. 17 sostiene que debe ocupar el lugar preferente entre los demás pre- 
bendados, aunque esté presente el obispo. SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 8, Pág. 55 
admite que donde haya uso y costumbre, el arcediano debe preceder al vicario. 
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Algunas autoridades entendían que estando el obispo en la sede podía cercenarle atribu- 
ciones a su vicario.!6 La jurisdicción del vicario cesaba por su renuncia o muerte, del mismo 
modo que si el prelado moría, renunciaba a su sede o era mantenido cautivo; esto era así 
porque poseían la misma competencia. Un caso particular, que suscitó problemas en Amé- 
rica, era el de la traslación a otra sede, por la cual quedaba vacante la primera, sin que el 
obispo pudiera seguir ejerciendo jurisdicción por sí o por su vicario. Si el prelado recibía el 
nombramiento siendo vicario en otro obispado, podía conservar el provisorato mientras pre- 
paraba su viaje, pero sin demorarse más tiempo que el necesario. En caso de que tuviera las 
bulas papales no podía dejar a su vicario mientras se trasladaba —este cesaba junto con él- y 
era el cabildo el que se hacía cargo sede vacante. Solórzano planteaba otras situaciones, por 
ejemplo, si no había llegado la bula de traslación o las de posesión aunque ya hubieran sido 
expedidas, y aconsejaba que, a fin de evitar problemas, el obispo se ausentara cuanto antes de 
la sede que dejaba.!? 

El vicario general gozaba de jurisdicción en lo temporal y en lo espiritual. En uso de la 
primera —y extrajudicialmente- tenía injerencia en la administración de los bienes de la igle- 
sia y podía por ello arrendar, vender o cobrar sobre los mismos. También le estaba permitido 
imponer penas pecuniarias y castigar los delitos de aquellos que lo asistían en el tribunal, 
incluso suspendiéndolos del oficio; podía hacer lo mismo con los oficiales del obispo, a quien 
debía avisar previamente. La segunda jurisdicción lo habilitaba para excomulgar, conferir 
beneficios, inquirir, castigar o conmutar penas, relajar votos y juramentos, autorizar oratorios 
en casas de familia, dar licencia para entrar en clausura a religiosas, previa exploración de 
la voluntad y estaba facultado para sacar a un reo del refugio en sagrado. Como juez estaba 
obligado a juzgar y sentenciar las causas eclesiásticas que llegasen al tribunal, excepto las que 
el diocesano se hubiera reservado para sí. Por eso los fallos del provisor no podían apelarse 
ante aquel con quien constituía un único tribunal. A fin de llevar a cabo sus tareas como 
juez debía oír por sí mismo las causas, acompañado de los ministros de la curia eclesiástica. 
Tenía prohibido pedir o recibir dádivas del reo o en los litigios y, si necesitaba letrados, debía 
regularles honorarios.!$ 

Las opiniones de los canonistas están divididas respecto de ciertas cuestiones. La primera 
de ellas es si el vicario podía confesar en todo el obispado sin tener especial comisión para 
ello. Villarroel responde afirmativamente; Murillo exceptúa solo los pecados reservados al 





16 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo 1, Quest. 10, Art.7, Pág. 661. 

17 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 8, Pág. 54, 103-105. Solórzano pone el ejemplo del 
doctor Feliciano de Vega quien ejerció veinticuatro años el vicariato de la ciudad de Los Reyes y preten- 
dió seguir en él cuando ya había sido consagrado obispo de La Paz. VILLEGAS (1975), Págs. 124-129 plan- 
tea varios casos de demoras, como que las bulas tardan en emitirse, o se pierden, problemas en el traslado 
sea por el viaje -especialmente si este es transatlántico— o por tener que transitar por territorios en guerra 
y también pobreza del prelado, lo que dificulta tanto los gastos del viaje como los de la consagración. 

18 Conc. III Lima, Actio III, Cap.24 Ne tabachum Presbyteri sumant ante Missam, Fol. 62v y Conc. III. Mex., 
Libro I, Tít. 8 De officio ludicis Ordinarii et Vicarii, Tít. 9 De officio Fiscalis 8 iure Fisci, Tít. 10 De officio 
Notarii 8 Fide Instrumentorum. Sobre los ministros del tribunal DELLAFERRERA (1997), Págs. 151-182. 
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prelado, así como la absolución de penitentes públicos.!? Cuestión semejante era si podía ser 
visitador, aunque aquí las opiniones eran todavía más divergentes. Solórzano dice que debía 
para ello tener especial comisión del prelado, pues era el que debía darle todo lo necesario 
para su encargo, mientras que Murillo le negaba la atribución.20 En cambio, Villarroel con- 
cuerda con Solórzano y cita también la autoridad de Barbosa. La tercera cuestión se refiere 
a la posibilidad de que otorgase dimisorias, cuestión en que los concilios americanos eran 
tajantes. Los padres conciliares reunidos en Lima en 1582 convinieron en que podía hacerlo 
si contaba con expresa facultad del prelado. 

Tal vez el punto más delicado respecto de las atribuciones del vicario general fue si podía 
o no entender en causas matrimoniales. Las opiniones divididas de los canonistas no tenían 
tanto peso para América como la voz conciliar. El III Limense —y antes lo había hecho el 
segundo- le negaba taxativamente conocer en causas matrimoniales o recibir comisión parti- 
cular para ello.2! No obstante, aclaraba Villarroel que en casi todos los obispados americanos 
los provisores conocían en estas causas. En su propia diócesis, la costumbre era que llevase la 
causa hasta dejarla en estado de sentencia, enviándola al obispo quien se la devolvía para que 
sentenciase; de existir apelación se le giraba al metropolitano.?2 

En definitiva, aunque el vicario general poseía la jurisdicción ordinaria del obispo, siempre 
quedaban cuestiones en que no podía conocer. Por ello debía quedar constancia del mandato 
expresada con claridad; no bastaban cláusulas como “plenaria y libre potestad” En ese sentido 
se expresaba el III Mexicano “cuiden ante todo y con el mayor esmero de cumplir los deberes 
que se les imponen en las letras de su comisión y potestad”.23 


4. Vicario capitular 


El Tridentino expresaba con claridad que, al quedar la sede vacante, el cabildo debía nombrar 
oficial o vicario dentro de los ocho días, caso contrario el derecho de elegir pasaba al metro- 
politano. Establecía, asimismo, que debía ser doctor o licenciado en derecho canónico o “por 





19 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo 1, Quest. 10, Art. 7, Pág. 685. MurILLO VELARDE, Cursus luris 
Canonici, Libro 1, Tít. 28, No. 298; tampoco puede dar la facultad a otros para confesar. 

20 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo I, Quest. 10, Art. 7, Pág. 686. MurILLO VELARDE, Cursus luris 
Canonici, Libro I, Tít. 28, No. 298. 

21 Conc. III Lima, Actio II, Cap. 35 De Collocutoriis sanctimonialium, Fol. 66v. 

22 VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo L, Quest. 10, Art. 7, Pág. 678. En el obispado del Río de la Plata 
parece haberse seguido la misma práctica. En MoLINA (1991) hay varios ejemplos de sentencias dictadas 
por el provisor, así como un recurso al metropolitano, al menos. 

23 Conc. III Lima, Actio II, Cap. 9, Fol. 5$3r y Conc. II. Mex., Libro 1, Tít. 8 De officio ludicis Ordinarii et 
Vicarii, $ 2. 
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otra parte capaz, en cuanto pueda ser, de esta comisión”24 En el lapso de los ocho días el cabil- 
do en pleno ejercía esa jurisdicción, que no recaía en ninguna de sus dignidades en particular. 

No obstante, el cargo de vicario en sede vacante fue muy conflictivo, tal como lo expresaba 
el obispo San Alberto en carta al virrey marqués de Loreto: “todas las sedes vacantes en estas 
tierras son unas mismas y que de tocar campanas a ellas, es tocar a la discordia, a los desarre- 
glos y a los insultos”25 Los problemas tenían varias causas correlacionadas entre sí: las diócesis 
americanas pasaban a veces mucho tiempo sin prelado,?6 gobernadas por cabildos formados 
por criollos y acostumbrados al ejercicio del poder. Al llegar el nuevo obispo, se encontraban 
frente a alguien que —aun en el caso de ser americano- desconocía los entresijos de la realidad 
de la diócesis; a los cabildos no les era fácil aceptar a la nueva autoridad y eran frecuentes 
los choques con ella. Por añadidura, el nuevo prelado estaba habilitado para residenciar al 
vicario que hubiese nombrado el cabildo, lo que podía constituir —ya desde el inicio de sus 
funciones un motivo de tirantez con los cabildantes.?27 

Muchos de estos enfrentamientos formaban parte de tensiones más amplias entre bandos 
dentro de la sociedad local. Esta situación se vislumbra en los casos en que, ya nombrado el 
vicario sede vacante, este buscaba hacer valer su carácter de tal y aun ampliar sus atribuciones, 
lo que volvía a generar conflicto con el cabildo. En realidad, no había acuerdo respecto a si el 
cabildo podía o no revocar al vicario. Solórzano afirma que el cabildo podía remover a su vi- 
cario, aun sin mediar causa para ello; en cambio, Murillo sostiene que el cabildo debía actuar 
de tal modo que no se revocase la autoridad del vicario, como era costumbre en España.28 





24 Conc. Trid., Sesión 24, De reformatione Canon XVI. De ecónomo et vicario constituendo, sede vacan- 

te. Episcopus deinde ab omnibus officialibus rationem gesti, muneris exigat. Es importante la última 

aclaración porque el tema fue uno de los motivos de conflicto. Reiterado por SOLÓRZANO PEREYRA, 

Política Indiana, Libro IV, Cap. 13, Págs. 95-112. Opina con disgusto de las sedes vacantes “por los daños 

e inconvenientes que resultan de un gobierno de muchas cabezas”. Murillo VELARDE, Cursus luris Cano- 

nici, Libro 1, Tít. 28 De Officio Vicarii, No. 300 afirma que, si el cabildo nombra a un teólogo, la elección 

no será nula ni debe anularse y agrega que si no es doctor puede designársele uno como asesor. 

SIERRA (1967) Tomo 3, Pág. 489, cita la carta del 15 de febrero de 1787. Con “el tocar campanas” se refe- 

ría el Obispo a la forma en que se anunciaba la vacancia, ni bien se conocía la muerte del diocesano; la 

costumbre era de ochenta campanadas, pero las Actas de los cabildos eclesiásticos de las gobernaciones 
del Río de la Plata y el Tucumán dan cuenta de que se tocaban sólo cuarenta. También debían repicar las 
campanas de los conventos existentes en la ciudad cabecera. 

26 El trámite para cubrir la sede podía prolongarse por años; véase VILLEGAS (1975), Págs. 124-148. 

27 En el territorio de la actual Argentina, las sillas del cabildo casi nunca estuvieron completas y hasta hubo 
casos en que sólo estuvo conformado por dos capitulares. Ante la necesidad de elegir vicario, uno de 
ellos se votaba a sí mismo. Tal fue el caso en 1686 en la diócesis del Tucumán, conformada por el deán 
y el chantre quienes no pudieron lograr acuerdo, lo que motivó que la decisión pasara al arzobispo de 
La Plata, quien eligió para el cargo a alguien que no era “del gremio del cabildo”. Castro (2006), Acta 
de 29 de septiembre de 1686, Págs. 101, 106-9. Véase MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L, 
Tít. 28 De Officio Vicarii, No. 300, aunque este autor aclara que, de haber en el cabildo un miembro 
idóneo, debe ser preferido por sobre el externo. 

28 Un tipo de situación en la que los cabildantes buscaban reafirmar su poder fue, por ejemplo, el litigio 
suscitado en agosto de 1730 entre el provisor y el cabildo respecto de la jurisdicción de aquel. El provisor 
elevó consulta al metropolitano en forma subrepticia, lo que motivó que el cabildo rechazara el dicta- 
men. Meses más tarde las partes celebraron concordia, pero el cabildo le fijó límites a la jurisdicción del 


z 


a 
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Según los tratadistas ni el cabildo sede vacante ni su vicario podían eximir de las amones- 
taciones matrimoniales.22 Consideraciones aparte, las cualidades del vicario capitular eran 
semejantes a las de los vicarios generales, aunque aquel podía visitar la diócesis sin especial 
comisión.3% No obstante, en otros casos, el cabildo designaba especialmente al visitador y se 
le establecían sus atribuciones.3!1 

El cargo de vicario sede vacante fenecía cuando el nuevo obispo había sido confirmado y 
tomaba posesión por sí o por medio de un delegado. Era su obligación entregar las cuentas 
habidas durante la sede vacante, y como se ha dicho renglones más arriba, el obispo lo some- 
tía a residencia. 


5. Vicario foráneo 


Solórzano Pereyra recogía la distinción que muchos tratadistas hacían al hablar de los vica- 
rios generales, los particulares y los foráneos? y, en efecto, en las diócesis indianas encontra- 
mos esta diversidad. El vicario foráneo, como su nombre indica, era el que residía fuera de 
la ciudad cabeza de la diócesis o, en general, la principal de cada distrito, y su jurisdicción se 
limitaba a los términos acotados que le asignaba su prelado, por eso era vicario dato.33 

La cantidad de vicarios foráneos dependía de la extensión de la diócesis y del criterio del 
obispo. La institución fue importante en el vasto territorio americano, donde las grandes 
distancias podían actuar en contra de quienes buscaban justicia y aún existía a fines del siglo 
XIX, al menos en Argentina. Los títulos del vicario foráneo cesaban con la muerte del prelado. 





provisor. Sobre la remoción del vicario sede vacante véase SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro 
IV, Cap. 13, Págs. 95-112. MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro 1, Tít. 28 De Officio Vicarii, 
No. 301. 

2 En el caso de promesa de matrimonio incumplida citado en nota 13, el acusado quiso hacer valer la 
competencia del cabildo por encima de “la autoridad de su inferior” pero luego de estudiar el asunto, el 
cabildo desestimó su competencia. La parte, una vez emitido el fallo del provisor, apeló ante el metropo- 
litano de Charcas. 

30 Tal como fueron los casos del provisor Zaldívar en 1634 y del licenciado Lucas de Sosa en 1642, ambos 
del obispado sede vacante rioplatense. Actis (1943), Tomo 1, Págs. 43-48. Frías (2015), Págs. 51-52. 

31 ViLLEGAS (1975), Págs. 168-9; el autor es especialmente crítico respecto de la actuación de los cabildos 
sede vacante, así como sobre las comisiones a los visitadores. 

32 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Libro IV, Cap. 8, Pág. 52. 

33 Así lo establecen Las Siete Partidas, Partida III, Tít. 4 De los juezes, e de las cosas que deuen fazer e 
guardar, Ley 17 Que han de judgar e de fazer los juezes ordinarios quando quisieren poner otros en sus 
logares que oyan algunos pleytos señalados, al decir que puedan juzgar en su lugar, “hombres buenos” 
que los oigan y los libren en su lugar. Véase también MurILLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro L, 
Tít. 28 De Officio Vicarii, No. 303 y Hevia DE BoLaÑos, Curia Philipica, Parte IL, Párrafo 4, No. 3, Pág. 19. 
No obstante, en los hechos algunos obispos asignaban a los curas funciones de vicarios foráneos. En la 
extensa diócesis que comprendía desde Paraguay todo el territorio rioplatense, este fenómeno se dio, en 
los primeros tiempos, con cierta frecuencia. Fue el obispo Lorenzo Pérez de Grado quien, al visitar Bue- 
nos Aires en 1619, erigió la vicaría foránea autónoma. 
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El III Limense los denominaba vicarios de las ciudades, mientras el III Mexicano los lla- 
maba provinciales. Una comisión fundamental de los vicarios foráneos era exigir de quienes 
llegaban a su distrito las letras dimisorias, encargo tanto más importante de cumplir por 
quienes tenían responsabilidad sobre zonas costeras.34 Debían estos prestar atención a los 
clérigos provenientes de España o de otras provincias y del mismo modo cuidar que los que 
se embarcasen para España tuvieran títulos emanados de su obispo y que no lo hiciesen en 
compañía de personas sospechosas.35 

El III Mexicano enumeraba las obligaciones, tanto de los vicarios como de los oficiales y 
jueces eclesiásticos, entendiendo que debían residir en el lugar en que desempeñaban sus 
oficios y no podían delegarlos. Su potestad era, de por sí, delegada; no constituían un único 
tribunal con el obispo y sus sentencias podían ser recurridas ante este o su provisor. Por eso 
solo podían conocer en aquellos casos que estuvieran comprendidos en sus mandatos y co- 
misiones. Entre otros, en su carácter de juez delegado podían castigar, o hacer castigar a los 
indios;36 también podían instruir sumario por orden del obispo y remitírselo luego para que 
éste dictase sentencia.37 En cambio, el vicario foráneo no podía trasladarse a las parroquias 
de su jurisdicción para llevar a cabo las diligencias procesales; el expediente debía tramitarse 
ante el cura del lugar. 

Otra de sus funciones era investigar la vida y costumbres de los clérigos, dando cuenta 
al obispo o al provisor de aquellos que hubieran cometido faltas, pero sin actuar de oficio 
contra ellos cuando incurrían en injurias leves de palabra. Entre sus competencias figuraban 
también notificar las órdenes del obispo y velar por su cumplimiento. El vicario foráneo esta- 
ba habilitado para recibir denuncias y podía nombrar notarios para llevar adelante las causas 
y comisiones de su jurisdicción, teniendo en cuenta que estos debían haber sido examinados 
y aprobados por el obispo.38 





34 Se llaman letras dimisorias la carta en que un prelado autoriza a un súbdito a recibir el orden sagrado 
en otro obispado, pero también se les extiende a los clérigos que deben trasladarse fuera de la diócesis. 
Véanse Conc. II Lima, Actio IL Cap. 18 Ne Clerici Foeminas comitentur, aut laycis inferuiant, Fol. 59v. y 
Conc. III. Mex., Libro L, Tít. 8 De officio ludicis Ordinarii. Respecto del tema TerrÁNEO (2011), Pág. 414. 

35 Era motivo de preocupación la existencia de curas y frailes vagabundos, muchos de ellos apóstatas, con 
vida licenciosa. Ver Acris (1943), Tomo 3, Pág. 157. En el Archivo Provincial de la Orden de Predicadores 
en Argentina (AOPSA) se conserva documentación sobre frailes que, a fines del siglo XVIII, pasaron a la 
provincia del Perú con “patentes fingidas” Agotadas las instancias de ambos provinciales para reducirlos 
a la vida conventual o secularizarlos, se dio intervención al brazo secular, AOPSA, Correspondencia ofi- 
cial, 1714-1809. 

36 Conc. III. Mex., Libro 1, Tít. 8, De oficio ludicis Ordinarii et vicarii, $ 24. Conc. HI Lima, Actio TIL, Cap. 8 
Ne Clerici Foeminas comitentur, aut laycis inferuiant, Fol. 59v. 

37 MoLIna (1993), Págs. 317-319 acota que, en un caso de adulterio ocurrido en Corrientes en 1715, el obis- 
po Arregui ordenó al cura y vicario de aquella ciudad que instruyera el sumario. 

38 Conc. III. Mex., Libro L Tít, De officio Fiscalis 8z iure Fisci, $ 4 y $ 23 y Tít. 10, De officio Notarii 82 Fide 
Instrumentorum, $ 2. Entre las Actas que se conservan del Cabildo Eclesiástico de la diócesis del Río de 
la Plata, se halla el nombramiento del vicario foráneo para el curato de Coronda donde se precisan con 
toda claridad las atribuciones que tendría; ver Acris (1968), Tomo 3, Pág. 238. 
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Competencia del vicario provincial era concurrir en el traslado del crisma desde la cabe- 
cera de la diócesis hasta las parroquias. Este proceso venía minuciosamente descrito por el 
III Mexicano,32 que determinaba que el vicario provincial estaba obligado a llevárselo en 
cantidad suficiente para que alcanzase a todos los curas de su distrito y que estos debían ir 
personalmente a buscarlo a la vicaría. 

En caso de fallecimiento del prelado podían los vicarios foráneos continuar en el ejercicio 
de sus funciones, previa confirmación por el cabildo sede vacante “porque no cese la adminis- 
tración de justicia”. No obstante, el cabildo también podía nombrar otros.40 

Por último, se llamaba vicario pedáneo al párroco que ejercía la cura de almas en una peda- 
nía, pero el término no era estrictamente canónico, ya que la iglesia parroquial era beneficio 
curado —porque tenía cura— y poseía un territorio.4! 


6. Vicario coadjutor 


También llamado vicario parroquial o beneficiario porque recibía parte de los beneficios del 
cura. Podía ser nombrado por el mismo propietario, y si este era descomulgado, cesaba en su 
comisión. No sucedía lo mismo si su nombramiento había emanado del obispo, porque en 
ese caso su autoridad provenía del papa.* Podía tener carácter perpetuo con futura sucesión 
o bien ser revocable. En el primer caso tenía jurisdicción ordinaria; en el segundo solo tenía 
la que emanaba del título y nombramiento que le daba el obispo, por tanto no era juez ordi- 
nario. El nombramiento de coadjutor por parte del obispo podía obedecer a enfermedad 
del alma o corporal del titular, por sospechar que había dilapidado los bienes de la Iglesia o 
por haber aumentado la feligresía. En todos los casos debía residir en el curato o la doctrina. 

Si recibía parte de los frutos del curato, estaba obligado a rezar las horas canónicas. Ad- 
ministraba los sacramentos forzosos —penitencia y comunión-, y en caso de que el cura se 
ausentase y dejase al coadjutor con comisión, podía asistir al sacramento del matrimonio, 
pues quedaba como vicario.4 





32 Conc. IM. Mex., Libro L Tít. 6 De cómo se ha de llevar el Santo Crisma a cada una de las parroquias, $ 9. 

40 Véase Castro (2006), Vol. 2, Pág. 103. En Buenos Aires, el Cabildo Eclesiástico nombró nuevos vicarios 
foráneos para Santa Fe y Corrientes “por haber fenecido sus títulos y nombramientos con la muerte del 
Ilustrísimo señor Obispo de esta diócesis” ver Acris (1944), Vol. 2, Pág. 185. 

41 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro I, Trat. 1, Sec. 4, No. 10. 

42 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro l, Trat. 9, Sec. 1, No. 4. 

43 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro I, Trat. 9, Sec. 1, No. 2. No hay acuerdo entre los tratadistas respecto 
del derecho a sucesión, el cual para muchos es contrario al concilio de Trento. 

44 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro I, Trat. 9, Sec. 3, No. 1-6. 

45 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro l, Trat. 1, Sec. 1, No. 3. 
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7. Vicario apostólico 


El papa designaba vicarios apostólicos para administrar jurisdicciones que aún no poseían 
estructura jurídico-administrativa, velar por la evangelización y ejercer ciertas funciones cuya 
ejecución solo podía cometer el romano pontífice. Los vicarios apostólicos poseían potestad 
vicaria. En general solía conferirse a obispos a quienes enviaba a misionar a tierras aún no 
organizadas administrativamente. También podía dar el título a un obispo a quien le confería 
una comisión particular. 

El título de vicario apostólico era utilizado, a veces, en referencia a cualquier obispo, dado 
que cada uno de ellos ejercía su función en nombre del papa. Se entendía que su tarea pri- 
mordial era hacer presente la función apostólica de la fe. 


8. Vicario castrense 


También llamado vicario de los Ejércitos, tenía jurisdicción eclesiástica sobre todos los miem- 
bros del clero que de él dependían. La figura del capellán militar apareció en la España de la 
Reforma católica y ya en 1598 las ordenanzas militares justificaban la presencia de sacerdotes 
en el ejército, a los que convertía en instrumentos de la formación del soldado en el espíritu 
de Trento. Así lo reiteraba una real cédula de Felipe IV de 1630, en la que se establecía que 
los generales de ejército estaban encargados de nombrar a los capellanes. Estos no solo de- 
bían impartir los sacramentos, sino también dar buen ejemplo a los soldados. Los generales 
podían removerlos, mientras los obispos se limitaban a examinarlos.16 

En 1645, Felipe IV obtuvo del papa Inocencio X el breve Cum Sicut Matestatis que otorga- 
ba al rey la facultad de nombrar capellanes mayores de los ejércitos por medio de un vicario 
general. Su ejercicio se limitaba a los combatientes de determinada zona, por ejemplo, de 
Flandes y exclusivamente para tiempos de guerra, lo que mantuvo cierta indefinición en la 
estructura de la institución. Varias obras sobre este tema, escritas a lo largo del siglo XVII 
muestran, entre otras cosas, un afán por clarificar sus alcances y límites.17 Este es el momento 
en que habría nacido formalmente la jurisdicción eclesiástica castrense. 

En 1662 el papa Clemente XII otorgó a Felipe V el breve Ouoniam in Exercitibus, por el que 
reunía el cargo de vicario general castrense con el honorífico de patriarca de las Indias. La 
cláusula que prohibía expresamente su paso a América, tendía a impedir la organización, tan 
ansiada por la corona, de una iglesia americana. El vicario general poseía jurisdicción ordina- 
ria y privativa sobre los miembros del Ejército y la Armada quienes, por no tener domicilio 


46 Ver Recopilación, Libro III, Tít. 4, Ley 24 Que los Capitanes generales den liecencias a los Reformados, 
y no tengan forcados á los soldados, ni vezinos, Fol. 26v. La ley 25 autorizaba al gobernador de Chile a 
llevar con él, en tiempos de guerra, dos capellanes a costa de la hacienda real. 

47 García HERNÁN (2006), Pág. 729, destaca que fueron los mismos vicarios los que escribieron tratados en 
los que abordaban la jurisdicción eclesiástica y la potestad del vicario. 
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estable, no podían acudir a los ordinarios locales. El breve papal limitaba las facultades otor- 
gadas a siete años, al cabo de los cuales debían ser renovadas. 

Ya en época de los primeros Borbones, fue manifestándose paulatinamente un afán cen- 
tralizador que implicó un aumento de prerrogativas y, simultáneamente, supuso una contra- 
ofensiva por parte de la iglesia establecida. No obstante, a la Corona no le interesaba resolver 
a fondo esta tensión porque la jurisdicción castrense le pertenecía: podía decidir su extensión 
y la situaba como juez de la Iglesia en España.*8 A partir del breve Apostolice Benignitatis en 
1765, la Corona dio el pase a los documentos papales pero “sin perjuicio de las regalías reales” 
y a condición de que los tribunales civiles entendiesen de los recursos de fuerza que pudieran 
establecerse contra los tribunales eclesiástico-castrenses. 

En las Leyes de Indias el nombramiento de capellanes era considerado atribución de los 
generales en campaña, como ya se ha mencionado en el caso de Chile en la nota 46. Aún en 
el siglo XVIII estaba en manos de virreyes y gobernadores y parece que tardíamente pasó a los 
tenientes de vicario castrense. Los cambios obedecen al breve de Pío VI del año 1775 Cum in 
Exercitibus que otorgaba facultad al vicario para nombrar tenientes de vicario y a estos la atri- 
bución de tales nombramientos. Parece que fue don Antonio Sentmanat de Cartella quien, 
como Patriarca de las Indias se ocupó activamente de su grey y fortaleció la figura de los te- 
nientes.30 Usaron tal título en el Río de la Plata, los obispos Manuel de Azamor y Ramírez y 
Benito de Lué y Riega —último obispo de la época colonial- y en La Habana Juan José Díaz de 
Espada y Fernández de Landa, desde la toma de posesión —en 1802- tanto para él como para 
sus sucesores.5!1 Hasta el momento en que Azamor se hizo cargo, en 1788, no se han hallado 
en la diócesis del Río de la Plata, constancias de ejercicio del Vicariato. Todavía en 1787 -en 
sede vacante- es el virrey marqués de Loreto quien designa a los capellanes castrenses sin 
ninguna injerencia del diocesano.32 En cambio, el obispo Azamor llegó munido con el título 





48 Véase la carta de marzo de 1807 citada por Rodríguez LópEz-BrEA (2002), Pág. 71. Los breves que aquí 
interesan son Apostolice Benignitatis (14 de marzo de 1765) que explicaba el anterior, cuyas líneas genera- 
les fueron prorrogadas por el Cum in Exercitibus, emitido por el papa Clemente XIII en agosto de 1768 y 
otro de igual nombre siendo papa Pío VI. 

42 Contreras Mazario (1989), Pág. 284. 

50 En 1788 escribió una Carta pastoral dirigida a todos los párrocos castrenses, la que llevaba inserta una or- 
den Real; en 1804 una “Declaración general de las personas que pertenecen a la jurisdicción eclesiástica 
castrense y de los privilegios que respectivamente deben gozar. Hecha en virtud de los breves apostólicos 
por el excelentísimo cardenal de Sentmanat, Patriarca de las Indias, Vicario general de los reales ejércitos 
y armadas y aprobada por su Majestad en Real Orden de 10 de julio de 1804” ZaypiN Y LaBrID (1925) s.n. 
Estos documentos explican que, desde Azamor, la vice vicaría castrense haya tenido tanta gravitación en 
el ámbito americano. 

51 AOPSA, Libro de Gobiernos Eclesiásticos, Doc. 6, Fols. 21-31. Comunicación del Obispo al Provincial de 
los Predicadores, fecha 23 de diciembre de 1788. Está precedida del nombramiento que el Patriarca hace 
en Azamor y sus sucesores a fin de que ejerzan la jurisdicción castrense y de la aceptación por parte del 
Prelado, fechada en Cádiz en 16 de octubre de 1786; las atribuciones pueden ser ejercidas por los vicarios 
generales y las sillas vacantes. Título semejante se le expidió al obispo de La Habana el 29 de mayo de 
1802, ver ZAMORA Y CORONADO (1896), Tomo 6, Pág. 194. 

52 AOPSA, Libro de Curas y Capellanes Castrenses, Doc. 4, Fol. 7. El virrey, marqués de Loreto comunica al 
provincial de la Orden que ha nombrado capellán castrense del fuerte de San José en la costa patagónica 
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de Subdelegado del Patriarca de las Indias e hizo valer desde ese momento su jurisdicción: 
emitió un auto dirigido a “los jefes y tribunales que corresponda” dirigido también al Virrey 
a fin de que se lo reconociera “obedeciéndole como tal en todos los casos y cosas respectivas 
a la jurisdicción apostólica castrense”53 

Más allá de la importancia de la institución del vicariato castrense, para el ámbito america- 
no fue fundamental la figura del capellán castrense, toda vez que hasta avanzado el siglo XIX 
hubo zonas inexploradas que, una vez ocupadas, conllevaron la instalación de guarniciones, 
fortalezas y presidios, en las cuales su presencia resultó imprescindible. Esta institución existe 
aún hoy. 

Uno de los temas que provocó más tensiones entre los ordinarios y los vicarios castrenses 
fue el de los esponsales y matrimonio de soldados, ya que dependía de distintas circunstancias 
si la celebración —amonestaciones, informes de soltura— correspondía a la jurisdicción ordi- 
naria o al fuero castrense.4 Esta controversia sobre facultades motivó una consulta real a la 
universidad de Salamanca. No fue hasta 1719 que una real orden declaró la competencia de la 
jurisdicción eclesiástica castrense en materia de esponsales, pero su reiteración hasta, al menos 
1803, muestra que el tema presentaba más de una arista conflictiva.35 En cambio, la celebración 
de matrimonios de militares, en forma privada y sin mediar las consiguientes amonestaciones, 
provocó repetidas reacciones de la autoridad real, que guardaba para sí el conceder las autori- 
zaciones correspondientes por medio de los superiores de los interesados.S6 

La reforma de las Ordenanzas en 1632 no solo otorgó nueva estructura a la institución del 
vicariato, sino que dio existencia a las cofradías militares. Si bien su fundación había sido con- 
templada en las Ordenanzas de 1598, fueron las del 32 las que les dieron forma. Funcionaban 





al padre Gaspar Vallejos. Las funciones de los capellanes eran remuneradas por las Contadurías mayores 
de cada Virreinato, es decir que estaban sujetos a las estructuras administrativas reales. 

53 AOPSA, Libro de Curas y Capellanes Castrenses, Doc. 9, Fols. 21-31, Auto del 16 de mayo de 1788. En 
la copia que se le envía al Provincial dominico, se menciona que se adjunta copia —que falta— de los ca- 
pítulos 2, 20 y 22 de la instrucción dada por el Patriarca a los capellanes de tierra que sirven al rey. Ver 
RípoDAs (1982), Págs. 70-74, dos casos en que el Prelado hace valer la jurisdicción castrense y la cita tex- 
tual de una Real Cédula de 3 de abril de 1791 que reconoce explícitamente al Obispo como teniente de 
vicario general del Ejército con facultad de cometer a sus provisores y vicarios generales la instrucción de 
sumarios y sustanciación de causas. Ya en ese momento el Notario Eclesiástico firma como “de la Curia 
Eclesiástica diocesana y castrense del Obispado del Río de la Plata”. 

34 Así, por ejemplo, en un proceso de adulterio en 1683, el caso estuvo en manos del gobernador “por caer 
este dentro del fuero castrense” aunque la esposa insistió ante el juzgado eclesiástico sin resultado. En 
1764, en un proceso por incumplimiento de promesa de esponsales el juez eclesiástico libró exhorto 
al auditor del presidio, por ser el reo capitán de aquella guarnición. MoLINaA (1991), Págs. 316-17 y163, 
respectivamente. Véase también nota 14; curiosamente, en el segundo caso, el reo cuestionó la autoridad 
del provisor en relación con el cabildo eclesiástico utilizando un breve de Gregorio XII de 1573, pero en 
ningún momento se amparó en el fuero castrense. 

55 LevacGI (1991), Pág. 90, Nota 40. Orriz CANTERO (1727), Libro 2, Cap. X De los militares, quienes son 
sus párrocos para la administración de los sacramentos y Cap. XI Quienes son los jueces eclesiásticos, 
a quienes toca el dar las licencias para casarse a los militares. Sobre las reales órdenes véase ZAMORA Y 
CORONADO (1846), Tomo 4. 

56 SrecrIsT (2016), Págs. 1-6. 
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en los castillos y presidios, tanto en los de España como en los americanos, y sus constitucio- 
nes eran muy similares entre sí; cumplieron un importante papel en la España barroca y se 
extendieron rápidamente. En América, consta su existencia en La Habana, Santo Domingo, 
Puerto Rico, La Florida y Buenos Aires. Al fomento de la devoción se agregaba la asistencia a 
huérfanos y viudas y el entierro de los cofrades en altares propios de alguna iglesia, como la 
del convento de Santo Domingo en Buenos Aires. Precisamente el caso porteño puede servir 
para demostrar que la institución del teniente de vicario castrense solo se erigió tardíamente. 
En efecto, a fines del siglo XVII el gobernador intentó revocar el convenio que la cofradía 
tenía con los dominicos; no interesa aquí el litigio, sino la total ausencia de la voz del obispo, 
quien de haber tenido título de teniente de vicario castrense, debería haber salido en defensa 
de una cofradía militar.57 


9. Vicario en las órdenes religiosas 


En los siglos XVI y XVII las voces vicario general, comisario y visitador podían ser términos 
equivalentes, entendiendo con Solórzano que se trataba de enviados “con plena facultad para 
visitar las religiones”58 Así sucedía entre los dominicos y los agustinos, pero solo se los envia- 
ba en caso de necesidad para realizar reformas. En la provincia carmelitana de México, en los 
primeros años, los vicarios provinciales eran a la vez visitadores y después se convertían en 
provinciales, en una indefinición entre las funciones ordinarias y las extraordinarias.5? Entre 
los mercedarios, por ejemplo, hacia 1545 la figura de vicario provincial y la de visitador y 
reformador todavía confluían en una. Poco tiempo después, y luego de un conflicto interno, 
comisarios y vicarios tuvieron asiento permanente, uno en Nueva España y otro en Perú; 
sabemos que este último nombró a un subvicario para Córdoba y su jurisdicción. 

Por su parte, los franciscanos contaron con comisarios en ambos virreinatos.é!1 En 1572 
Felipe II obtuvo del general de la Orden franciscana Cristobal Capitefrontium, el cargo de 





57 MartTÍNEZ CAsaDO (1998), Pág. 1010. 

58 SOLÓRZANO, Política Indiana, Libro IV, Cap. 26, Pág. 230 donde habla de los Comisarios y remite a la 
Recopilación, Libro l, Tít. 14, Ley 43 Que los Visitadores de las Religiones sean instruidos de lo que con- 
viene. Ver también BARRADO MANZANO (1964). 

52 LAscuRaIN DE Doucrr (2005), Pág. 103. Véase también SoLórzANO, Política Indiana, Libro IV, Cap. 26, 
Pág. 230. 

60 MrLLÉ (1958) cita una real cédula de 1544 y el informe de la Casa de Contratación para que fray Francis- 
co de las Cuevas pasase en carácter de vicario provincial y que “visite y reforme los monasterios” La cali- 
dad de vicario con sede permanente se desprende del memorial elevado en 1599 por el de Perú, en que 
daba cuenta del estado de la provincia, PaLacio (1971), Pág. 42. Más adelante se recoge el nombramiento 
por aquel vicario -año 1617- de un visitador general para las provincias de Chile y Tucumán, PaLacto 
(1971), Pág. 482. Este trabajo trae otras constancias de la actividad de los vicarios generales mercedarios 
con residencia en el Perú. 

61 La institución fue erigida en 1532 con el mismo argumento de las enormes distancias “que separan estos 
reinos de Europa MiLLÉ (1961), Pág. 77. 
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comisario general con residencia en la Corte, decisión que fue ratificada por el capítulo ge- 
neral de Toledo de 1583, en el que se eligió un candidato entre varios presentados. Quedaban 
sujetos a su jurisdicción los comisarios de ambas provincias americanas, a quienes podía 
enviar visitadores con plenas facultades. Sin embargo, el Comisario no estaba autorizado a 
deponerlos. Se ocupaba de todo lo referente a Indias y juzgaba las causas que de allí llegasen, 
“privativamente del Generalísimo de su Orden”. 

Entre otras atribuciones, tenía voz activa y pasiva en los capítulos generales, pero debía 
obtener autorización del Consejo Supremo de Indias para ausentarse de España. Era elegido 
por el rey de una terna que le presentaba el Consejo de Indias. Esta institución se justificaba 
por las distancias existentes, así como por la gran cantidad de asuntos que atender y puede 
ser considerada en muchos aspectos un antecedente de las disposiciones de la Inter Graviores. 
Debió haber tenido cierta eficacia ya que se pensó en crear otra semejante para la orden de 
Santo Domingo. No obstante, fue suprimida en el año 1769.42 

Entre los dominicos existió un vicario de la orden, que era el fraile que reemplazaba al 
general -sin mediar capítulo- cuando este moría. Ocupaba su lugar y era quien convocaba a 
los vocales para elegir al futuro maestro. El vicario preparaba el capítulo general y lo presidía 
hasta la elección del nuevo general de la orden. En cambio, no podía tomar otro tipo de ini- 
ciativas como, por ejemplo, remover a los provinciales. 

También los provinciales de las distintas órdenes elegían a sus vicarios, que podían serlo en 
toda la provincia a su cargo o en alguna parte de la misma. Su elección era obligatoria cuando 
el provincial abandonaba el ámbito de su jurisdicción.6 Para su nombramiento, cada fraile 
con voz activa proponía tres nombres, siendo instituido uno de los tres que hubiesen obtenido 
mayor cantidad de votos. Sus atribuciones eran las mismas que las del provincial, pero este no 
podía delegarle los nombramientos o destituciones de los superiores. Si el provincial moría, 
estaba impedido o era removido de su cargo, inmediatamente se nombraba un vicario que 
completaba el período para el cual había resultado elegido aquel, denominado vicario ¿n capite. 
Gozaba dentro de la provincia de idénticas atribuciones que el provincial. También convocaba 
al capítulo que, como primera actividad, elegía a quien iba a regir los destinos de la provincia. 

La voz vicario remite a otras dos instituciones entre los regulares: el vicario conventual y el 
vicario de coro. El primero reemplazaba al prior por enfermedad o muerte y es una figura que 





62 ArroYo (1950), Págs. 1-23; 453-473. Véase también SoLórzano, Política Indiana, Libro IV, Cap. 26, 
Pág. 233, quien remite a Recopilación, Libro 1, Tít. 14, Ley 56 Que con los negocios de la Orden de San 
Francisco se acuda al Comisario, que está en la Corte. 

63 En el Archivo Provincial de la Orden de Predicadores en Argentina (AOPSA) se conserva documenta- 
ción referida a nombramientos de vicarios para una determinada región de la extensa provincia. El Pro- 
vincial Ignacio Ruiz otorgó, en 1764, patente de vicario para los conventos “que quedan de esta banda del 
Paraná” También hay constancias documentales -de la misma fecha— emanadas del general de la orden 
con pase del Consejo de Indias, de que los provinciales elegían, inmediatamente de ser nombrados, un 
vicario, luego de lo cual partían hacia Asunción “haciendo negocios con las facturas que llevaban de 
Buenos Aires” No obstante, la reconvención, la costumbre subsistió mucho tiempo después, según se des- 
prende de otros documentos. AOPSA, Libro de Nombramientos y Renuncias, 1727-1917, documentos 12 
y 16. 
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ha desaparecido, al menos entre los dominicos. El vicario de coro era el encargado de cuidar 
del orden y del cumplimiento del oficio divino y de la lectura en el refectorio. La figura del 
vicario se extendió incluso a las terceras órdenes y las cofradías, que designaban como tal al 
hermano que tenía a su cargo los libros de asientos y profesiones así como los de acuerdos y 
elecciones.44 

En el momento en que el mundo europeo estaba casi totalmente dominado por Napoleón, 
los agustinos habían planteado la dificultad que tenía su prior general para gobernar sobre 
todas las provincias. La respuesta del papado fue la erección en 1798, de un vicario general de 
la orden con atribuciones semejantes a las del prior general para gobernar España y las Indias. 
A su vez, la monarquía hispana aprovechó ese contexto dificultoso para lograr la indepen- 
dencia de las órdenes religiosas de sus prelados extranjeros, lo que permitiría a la Corona una 
mayor intervención en ellas. Se obtuvo del papa Pío VII la bula Inter Graviores -expedida el 15 
de mayo de 1804- por la que se establecía un sistema de alternancia: si el maestro general de 
una orden era español, residiría en España, mientras el vicario debía ser de otra nacionalidad 
y tendría asiento en Roma. 

En la práctica, la situación fue bastante más compleja y en las órdenes franciscana y domi- 
nica llevó a situaciones de suma tensión entre el vicario y el general: pugnas por la sujeción 
de los religiosos al hacer la profesión, acusaciones de actitudes cismáticas a raíz de los nom- 
bramientos de provinciales, separación y anexión de conventos en las diferentes regiones de 
las provincias ultramarinas: tanto el primer vicario franciscano como el dominico expidieron 
circulares en que conminaban a los religiosos que les estaban sujetos que sólo a él debían 
recurrir y por ningún motivo dirigirse al Maestro general.65 La circular del Vicario dominico 
—en términos semejantes a la del franciscano- dio lugar a una carta del General de la Orden 
en que lo reconvenía por su actitud independiente y lo acusaba de cismático. El vicario espa- 
ñol, no obstante, siguió manejándose en la misma forma como lo prueban el nombramiento 
de un provincial español para regir la provincia de San Juan Bautista con cabeza en Lima, 
la erección de la de Chiapa, separándola de la de Guatemala o la anexión de los conventos 
cuyanos a la provincia de San Agustín con cabeza en Buenos Aires, separándolos de Chile. 
También exigió que la profesión se hiciese prometiendo obediencia a los respectivos pre- 
lados, como vicegerentes del Vicario general.57 El envío de frailes españoles a Chiapa y el 
nombramiento de uno de ellos como provincial, generó resistencias entre los criollos y algo 
semejante ocurrió, al menos en los primeros momentos con la designación para la provin- 
cia de San Juan Bautista de Perú; estos dos casos llevan a tomar en cuenta el momento y el 





64 Así por ejemplo en la orden tercera de Santo Domingo hacia fines del siglo XVIII. Archivo de la Venera- 
ble Orden Tercera, Santo Domingo, Provincia de San Agustín. Legajo Cartas, 1766-1905. 

65 BARRADO MANZANO (1964) y MEDINA (1992) ilustran con detalle el desarrollo de estas tensiones. 

66 Según MEDINA (1992), Págs. 147-49 el vicario general se vio conminado a la separación por el reclamo de 
los conventos de Chiapa ante el Consejo de Indias. 

67 Fue dada en Zaragoza en octubre de 1807. Archivo Provincial de la Orden de Predicadores de San Agustín, 
Argentina, (AOPSA) Caja 15, Papeles sueltos, Circulares de los Generales y sus visitadores. ESPRONERA 
CERDÁN (1995), Págs. 85-88. 
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contexto histórico político, para analizar esta institución y los conflictos que se suscitaron 
en el ámbito americano. No obstante, en el caso del Perú, el provincial fue luego totalmente 
aceptado como lo prueban su designación como doctor honoris causa en la universidad de 
San Marcos, la solicitud de la comunidad dominica al vicario Díaz para ser ellos mismos los 
que lo reeligieran y, finalmente, una propuesta para llevarlo a una silla episcopal en Perú.68 
Los problemas en ambas órdenes se agudizaban ante la muerte del vicario o del maestro 
general. Sirva de ejemplo la intervención del nuncio residente en España, al producirse el 
fallecimiento del primer vicario español, en la creación de la Congregación de la Observancia 
en Cuyo con los conventos que el vicario general había separado de Chile. Entre los fran- 
ciscanos, al fin del primer sexenio de vicariato, se hizo cargo el arzobispo de Toledo, hasta que 
se celebrase capítulo de la orden, se consultase al papa o se implementase otra solución; sus 
poderes fueron revocados en 1814 y recayeron en el nuncio Gravina. Ese mismo año, el nuevo 
vicario dominico elevó al rey un informe en el que manifestaba que parte de los males que 
aquejaban a la vida religiosa derivaban de la existencia de los vicariatos nacionales y solicitaba 
acabar con ellos. Fernando VII desoyó la petición y la institución sobrevivió hasta que, en 
1872 el papa Pío IX puso fin a ella mediante la bula Re/igrosorum Ordinum. 


10. Balance historiográfico 


Las autoridades consultadas ofrecen un perfil claro del vicario general; sin embargo, las fuen- 
tes de archivo de la época parecen mostrar que la realidad cotidiana era más difusa. Los estu- 
dios sobre los vicarios de los obispos y su tribunal de justicia arrojarían mucha luz sobre su 
labor; no obstante, este tema está aún muy incompleto y es fragmentario tanto respecto de 
las figuras analizadas cuanto a los aspectos abordados. Una excelente síntesis introductoria la 
ofrecen los trabajos de Dellaferrera.70 Quedan abiertas cuestiones concretas como la de los 
casos reservados al prelado: fueron los mismos en todo el territorio americano y a lo largo 
de los siglos?, ¿por qué algunos obispos se reservaban algunos muy puntuales y cedían otros? 

Un tema poco tratado por los autores es el de las relaciones diplomáticas de España, en el 
caso que nos ocupa, con la Santa Sede y con los superiores de las diferentes órdenes religiosas. 
La lectura del estudio de Arvizu y Galarraga sobre el regio vicariato indiano puede ofrecer 
una visión de conjunto por encuadrar la teoría vicarial en la figura más amplia del patronato 
indiano.”! En cuestiones de patronato se encuadra también el trabajo más reciente de Come- 





68 Archivo Provincial de la Orden de Predicadores de San Agustín, Argentina (AOPSA), Cartas IL, 1714- 
1809, Correspondencia entre Bonet y el provincial argentino, Isidoro Guerra. 

62 El nuncio Gravina, influenciado por el superior dominico chileno, tuvo una activa participación en el 
tema, pero sus manejos se vieron frustrados tanto por haber llegado tardíamente como por la actitud del 
superior argentino Perdriel. 

70 DELLAFERRERA (1999a). Otros estudios más concretos del mismo autor, DELLAFERRERA (1997, 1999b). 

71 ArvIzU Y GALARRAGA (1997). 
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lla.72 Barrado Manzano y Espronera Cerdán analizan los efectos de la bula Inter graviores en 
la orden franciscana y dominica respectivamente.73 Al menos para el territorio argentino, las 
Actas de los cabildos eclesiásticos poseen un riquísimo material para estudiar muchas de las 
instituciones aquí señaladas. La relación cabildo-obispo, los disensos por prelación, los deri- 
vados de las disputas entre criollos y españoles y muchos otros se ven reflejados en estas fuen- 
tes, poco o nada utilizadas. Un claro ejemplo lo constituye la sede vacancia, las atribuciones 
del vicario capitular y su relación con el cabildo, entre otros. Faltan estudios que contextuali- 
cen como cuestiones de “honor” las que se suscitaban en el ámbito eclesiástico, pero también 
entre la Iglesia y el poder civil; se trata de problemas que afectan de forma directa al obispo 
como dispensador de justicia. Frías y Rípodas Ardanaz ofrecen trabajos centrados en figuras y 
modos de gobierno de obispos destacados en ámbito rioplatense, como son el primer obispo 
criollo, Fray Cristóbal de la Mancha y Velazco, o el obispo Azamor y Ramírez.?4 

El tratamiento del vicariato no está acompañado de precisiones acerca del tribunal y de 
los oficiales que lo componían. La mayor parte de las fuentes diocesanas, al menos las del 
obispado de Córdoba, Argentina, son muy incompletas respecto de la organización de la 
audiencia episcopal. Pero la tarea no es imposible: su funcionamiento puede ser iluminado 
por el estudio de los juicios, en los cuales esos funcionarios se muestran en acción. Los pro- 
cesos matrimoniales constituyen una fuente nada despreciable para acceder a este tipo de 
información. Además de ser materia de discusión en cuanto a la competencia de los obispos 
y los vicarios, según las partes implicadas confluían diversas jurisdicciones, por ejemplo la de 
los militares.?5 

Ya en el período de esplendor borbónico, los avances del poder real sobre atribuciones 
reservadas por siglos a la Iglesia también ofrecen un nicho a explorar. El mejor ejemplo lo 
ofrece el tema del vicario general de los ejércitos, figura de tardía aparición, que fue mode- 
lándose a través de bulas y breves. Zamora y Coronado recogió con detalle los breves y reales 
cédulas promulgados en materia de jurisdicción castrense.7é Más en concreto, el estudio de 
Pérez Fernández-Turégano pone en duda la eficacia de los breves de Inocencio X en relación 
con la institucionalización del vicariato. De todos modos, la bibliografía consultada solo de- 
dica breves renglones al origen de la institución”? y los datos sobre el vice patronato castrense 
en el período colonial no son suficientemente explícitos, como tampoco lo es la labor de los 
capellanes en el mundo colonial.?8 Existen lagunas en la evolución de esta institución, lo que 
demuestra que el tema ofrece aspectos aún no investigados. 





72 ComeLLA (2006). 

73 BARRADO MANZANO (1964); ESPRONERA CERDÁN (1995). 

74 Erías (2015, 2019); RípoDas ARDANAZ (1982). 

75 SiGrIEST (2016); MoLINA (1991). 

76 ZAMORA Y CORONADO (1846). 

77 ALMIRANTE (1989); CONTRERAS MazarIo (1989); LórEz-SiDrRO LóPEz (2016). 

78 García DE Lo1D1 (1980); García HerNÁN (2006); Pérez FERNÁNDEZ-TURÉGANO (2001). Sobre cofradías 
militares, MARTÍNEZ CASADO (1998). 
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El tema de los vicarios en las órdenes religiosas presenta aristas confusas, en primer lugar, 
porque ese nombre no posee el mismo significado en todas ellas. Una profundización en la 
historia de las distintas órdenes, de la que se puede extraer la evolución de la figura del vica- 
rio, la ofrecen Lascurain de Doucet, para los carmelitas, Medina para los dominicos, Palacio 
y Millé para los mercedarios. Este último se ocupa también del crecimiento de la orden de 
los franciscanos.72 Por otro lado cabe preguntarse en qué medida la regencia de Mariana 
de Austria, el débil gobierno de Carlos II y los primeros pasos de los Borbones en el poder, 
produjeron un relajamiento tanto en el orden interno de las órdenes religiosas como en los 
conflictos que estas mantuvieron con los obispos americanos y, aún, dentro de los obispados 
pero también entre las provincias ultramarinas y los gobiernos de las órdenes en Roma. No 
está claro de qué modo la circulación de informaciones dentro de cada una de estas podía 
influir en actos de gobierno, fuera este secular o religioso. En este sentido puede aportar 
luces el trabajo de Fechner, que aborda desde una perspectiva comparativa la comunicación 
de las órdenes jesuitas, francisanos y mercedarios entre sus provincias misionales y sus sedes 
romanas.$ Con todo, hacia el final del período hispánico la temática debe enmarcarse en 
los avances del secularismo y el regalismo; en este contexto Rodríguez López-Brea bosqueja 
conflictos de jurisdicción eclesiástica a finales del Antiguo Régimen y presenta los límites del 
episcopalismo borbónico.8! 


11. Bibliografía 


Fuentes primarias 


Concilium Limense celebratum anno 1583 sub Gregorio XIIL...: iussu catholici regis Hispaniarum atq[ue] 
Indiarum, Philippi Secundi, Madriti, Ex oficina Petri Madrigalis Typographi, 1591. 


GARCÍA-GALLO, ALFONSO (ed.), Cedulario de Encinas. Estudio e índices de Alfonso García-Gallo, 4 Vols., 
Madrid, 1990. 


Hevia BoLaAÑos, JUAN DE, Curia Philipica, Madrid, Por Ramón Ruiz de la Imprenta de Ulloa, 1790. 


Lórez DEL Tovar, GREGORIO, Las Siete Partidas del sabio Rey don Alonso el Nono nuevamente glosadas. 
Salamanca, 1555. 


MuriLLO VELARDE, PEDRO, Cursus juris canonici, hispani, et incidi in quo, juxta ordinem titularum decre- 
talium non solum canonicae decisiones..., 3. Ed., Matriti, Typgrafhia Ulloae a Romane Ruíz, 1791. 


Peña MONTENEGRO, ALONSO DE LA, Itinerario para Parochos de Indios..., En Madrid, José Fernández de 
Buendía, 1668. 


Recopilación de las leyes de los Reynos de las Indias mandadas a imprimir, y publicar por la magestad 
católica del rey Carlos IL, 4 Tomos, En Madrid, Por Iván de Paredes, 1641. 





79 LASCURAIN DE Doucer (2005); MEDINA (1992); PaLacio (1971); MiLLÉ (1958, 1961, 1964). 
80 FECcHNER/WILDE (2020). 
81 Roprícuez LópEz-BrEaA (2002). 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2021-13 


Susana Frías 20 


Sanctum prouinciale concilium Mexici celebratum anno dni millessmo quingentessmo octuagessimo 
quinto, apud loannem Ruiz, Excudebatq[ue] Mexici, 1622. 


SOLÓRZANO PEREYRA, JUAN DE, Política Indiana, 2 Tomos, Madrid, En la Imprenta Real de la Gazeta, 1776. 


VILLARROEL, GASPAR DE, Gobierno Eclesiástico-Pacífico y unión de los dos cuchillos pontificio y regio, 
2 Vols., Madrid, En la oficina de Antonio Marín, 1738. 


WoHLMUTH, Joser, Dekrete der Ókumenischen Konzilien, Vol. 3, Paderborn: Ferdinand Schóningh, 2002. 


Fuentes primarias adicionales 


Acrts, FRANCISCO C. (1943-44, 1968), Actas y documentos del Cabildo Eclesiástico de Buenos Aires, 3 Vols., 
Buenos Aires: Junta de Historia Eclesiástica. 


Archivo de la Venerable Orden Tercera de Santo Domingo, San Agustín, Buenos Aires, Argentina. 
Archivo Provincial de la Orden de Predicadores, Buenos Aires, Argentina. (AOPSA) 


CASTRO OLAÑETA, IsaBEL (2006), Actas del Cabildo Eclesiástico. Obispado del Tucumán con sede en Santia- 
go del Estero, 1681-1699, Córdoba: Ferreyra Editores. 


Diccionario de la lengua castellana, en que se explica el verdadero sentido de las voces, su naturaleza y 
calidad, con las phrases o modos de hablar, los proverbios o refranes, y otras cosas convenientes al uso de la 
lengua ... Compuesto por la Real Academia Española, Tomo VI, Imprenta de la Real Academia Española, 
por los herederos de Francisco del Hierro, 1739. 


GALVÁN RIveRA, MARIANO, Concilio 111 provincial mexicano: celebrado en Mexico en el año de 1585, 
confirmado en Roma por el papa Sixto V, y mandado observar por el gobierno español, en diversas reales 
órdenes, Barcelona, 1870. 


NEBRIJA, ANTONIO DE, Vocabulario de romance en latín hecho por el doctíssimo maestro Antonio de Ne- 
brissa nuevamente corregido y augmentado más de diez mill vocablos de los que antes solía tener, Sevilla, 
Juan Varela de Salamanca, 1516. 


MuriLLo VELARDE, PEDRO (2004), Curso de Derecho Canónico Hispano e Indiano, México: El Colegio de 
Michoacán, Universidad Nacional Autónoma de México. 


SOLÓRZANO PEREYRA, JUAN DE (1979), Política indiana. Edición facsimilar tomada de la de 1776 (Madrid), 
México: Secretaría de Programación y Presupuesto. 


Tercer Concilio Limense 1582-1583 (1982), Versión castellana original de los Decretos con el Sumario del 
Segundo Concilio Limense, Edición conmemorativa del IV Centenario de su celebración con una Intro- 
ducción del P. Enrique Bartra, S.)J., Lima. 


TERREROS Y PANDO, ESTEBAN (1788), Voz Vicario, en: Diccionario castellano con las voces de ciencias 
y artes y sus correspondientes en las tres lenguas francesa latina e italiana, Tomo IIL Madrid, Pág. 791. 
[consultas en línea: RAE, Nuevo tesoro lexicográfico de la lengua castellana http://ntlle.rae.es/ntlle/ 
SrvltGUISalirNtlle]. 


ZAYDIn Y LaBriD, PLÁciDO (1925), Colección de breves y rescriptos pontificios de la jurisdicción eclesiástica 
castrense de España, en que se expresan los privilegios concedidos a los militares de mar y tierra y los dere- 
chos y obligaciones de los Tenientes Vicarios y Capellanes desde el punto de vista jurisdiccional, Madrid, 
s.e. 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2021-13 


Susana Frías 21 


Fuentes secundarias 
ALMIRANTE, JosÉ (1989), Diccionario Militar, Madrid, Ministerio de Defensa. 


ARROYO, Lurs (1950), Comisarios Generales del Perú, Instituto Santo Toribio de Mogrovejo-Consejo 
Superior de Investigaciones Científicas. 


ARVIZU Y GALARRAGA, FERNANDO DE (1997), “Notas para una nueva interpretación de la teoría del Regio 
Vicariato Indiano” en: XI Congreso Internacional de Historia del Derecho Indiano, Vol. 2, Págs. 205-224. 


BARRADO MANZANO, ARCÁNGEL (1964), La Bula “Intergraviores curas” de Pío VII en la orden franciscana 
y ulterior régimen general de la orden en España (1804-1904), en: Archivo Ibero-Americano, Año XXIV, 
No. 96, Pág. 353-396. 


CARRASCO, JACINTO (1924), Ensayo sobre la Orden Dominica argentina. Contribución a la Historia general 
del país I. Actas Capitulares (1724-1824), Buenos Aires. 


COLÓN DE LARRÁTEGUI, FÉLIX (1817), Juzgados militares de España y sus Indias, Vol. 4, Madrid: Imprenta de 
Repullés. 


COMELLA GUTIÉRREZ, BEATRIZ (2006), El patronato de las Indias Occidentales y la jurisdicción palatina en 
los Reales Patronatos del Buen Suceso y de Santa Isabel de Madrid (1753-1921), en: Anuario de Historia de 
la Iglesia, No. 15 [consulta en línea, febero 2017: http:///www.redalyc.org/articulo.oa?id=35515023]. 


CONTRERAS Mazarío, José María (1989), El régimen jurídico de la asistencia religiosa a las Fuerzas Arma- 
das en el sistema español, Madrid, Ministerio de Justicia. 


DELLAFERRERA, NELSON (1997), Vicarios del obispo para la administración de la justicia en la Córdoba 
colonial, en: XI Congreso Internacional de Historia del Derecho Indiano, Vol. 2, Págs. 231-262. 


DELLAFERRERA, NELSON (19994a), La Iglesia diocesana: las Instituciones, en: Nueva Historia de la Nación 
Argentina, Buenos Aires, Academia Nacional de la Historia-Planeta, Tomo 2. 


DELLAFERRERA, Nelson (1999b), El Obispo, único juez en la Diócesis, en: Cuadernos de Historia, 9. Córdo- 
ba, Instituto de Historia del Derecho y de las Ideas Políticas, Págs.137-148. 


ESPRONERA CERDÁN, ALFONSO (1995), La Bula “Inter graviores” y los dominicos de la América Hispana 
(1805-1835), Los Dominicos y el Nuevo Mundo (siglos XVIII y XIX), Salamanca. 


FECHNER, FABIAN, GUILLERMO WILDE (2020), “Cartas vivas” en la expansión del cristianismo ibérico. Las 
órdenes religiosas y la organización global de las misiones, en: Nuevo Mundo Mundos Nuevos [En línea 
desde el 24 de febrero 2020: http://journals.openedition.org/nuevomundo/79441]. 


Frías, Susana (2015), La visita canónica a los libros parroquiales. Buenos Aires 1603-1750, Págs. 45-76, en: 
TERRÁNEO, SEBASTIÁN, OSVALDO RODOLFO MOUTIN (coords.), II Jornadas de estudio del Derecho Canónico 
Indiano, Junín: De las Tres Lagunas. 


Frías, SusaNA (2019), El primer obispo criollo del Río de la Plata. Fray Cristóbal de la Mancha y Velasco, 
en: Archivo Dominicano, Vol. 40, Salamanca, 2019, Págs. 281-301. 


García DE Loyp1, Lupovico (1980), Los capellanes del Ejército. El clero castrense durante la demarcación 
de las fronteras con el indio, Buenos Aires. 


García HeErRNÁN, ENRIQUE (2006), Capellanes militares y Reforma Católica, en: García HERNÁN, ENRIQUE, 
Davine MaFFt (eds.), Guerra y Sociedad en la monarquía hispánica: política, estrategia y cultura en la Euro- 
pa Moderna (1500-1700), Madrid, CSIC-Mapfre, Págs. 709-742 


LASCURAIN DE Doucer, María DE LOURDES (2005), Las visitas a la provincia carmelitana de San Alberto de 
México en el siglo XVII, Temas de Historia Argentina y Americana, Buenos Aires: UCA. 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2021-13 


Susana Frías 22 


LóreEz-SipRO LópEz, ÁNGEL (2016), La asistencia religiosa a las fuerzas armadas en América Latina, en: 
Revista Latinoamericana de Derecho y Religión, Vol. 2, No. 2, Págs. 1-39. 


MARTÍNEZ CASADO DE FuscHINI Mejía, GUILLERMINA (1998), La cofradía de los señores soldados del 
Presidio de Buenos Aires, 1639-1762, en Derecho y administración pública en las Indias Hispánicas, en: 
XII Congreso Internacional de Derecho Indiano, Toledo, Vol. 1, Pág. 1007-1034. 


Meprna, MIGUEL ÁNGEL (1992), Los Dominicos en América: presencia y actuación de los dominicos en la 
América colonial española de los siglos XVI-XIX, Madrid: Mapfre. 


MiLLÉ, ANDRÉS (1958), La Orden de la Merced en la conquista del Perú, Chile y el Tucumán y su convento 
del antiguo Buenos Aires, 1218-1804, Buenos Aires. 


MiLLÉ, AnDRrés (1961), Crónica de la Orden Franciscana en la conquista del Perú, Paraguay y el Tucumán y 
su convento del antiguo Buenos Aires, 1218-1800, Buenos Aires: Emecé. 


MiLLÉ, ANDRÉS (1964), Itinerario de la Orden Dominicana en la conquista del Perú, Chile y el Tucumán y 
su convento del antiguo Buenos Aires, 1216-1807, Buenos Aires: Emecé. 


Motrna, Raúl A. (1991), La familia porteña en los siglos XVII y XVIII Historia de los divorcios en el perío- 
do hispánico, Buenos Aires: Fuentes Históricas y Genealógicas. 


ORTIZ CANTERO, JosÉ (1727), Directorio Parroquial. Práctica de concursos y de curas, Madrid, Casa de 
Francisco del Hierro. 


PaLacio, EUDOXIO DE J. (1971), Los mercedarios en la Argentina. Documentos para su historia (1535-1754), 
Buenos Aires: Ministerio de Cultura y Educación. 


PÉrEz FERNÁNDEZ-TURÉGANO, CARLOS (2001), El cuerpo de capellanes de marina en el siglo XVIII. Ordena- 
ciones legales y consolidación, en: MartíNEZ PEÑAS, LEANDRO, MANUELA FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ (coords.), 
El ejército y la armada en el Noroeste de América: Nootka y su tiempo, Págs. 161-210 [consulta en línea, 
octubre 2016: https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=3850299]. 


RípoDas ArDANaz, DarsY (1982), El obispo Azamor y Ramírez. Tradición cristiana y modernidad, Buenos 
Aires: Universidad de Buenos Aires. 


RobrícuEz Lórez-BRrEA, CarLos M. (2002), Conflictos de jurisdicción eclesiástica en la España de fina- 
les del Antiguo Régimen: los límites del episcopalismo borbónico, en: Hispania Sacra, Vol. 54, No. 109, 
Págs. 69-84. 


SIEGRIST, NORA (2016), Casamientos católicos de funcionarios y militares en Buenos Aires e Hispano- 
américa. Intrínseca constitución de algunos de sus matrimonios secretos, de conciencia u ocultos. 
Siglos XVIILXIX, en: Trabajos y Comunicaciones, No. 44, La Plata. 


SIERRA, VICENTE D. (1967) Historia de la Argentina, Buenos Aires: Ed. Científica Argentina, Tomo 3. 


TERRÁNEO, SEBASTIÁN (2011), La recepción de la tradición conciliar limense en los decretos del HI Concilio 
Provincial Mexicano, Junín: De las Tres Lagunas. 


VILLEGAS, JuAN (1975), Aplicación del concilio de Trento en Hispanoamérica, 1564-1600. Provincia ecle- 
siástica del Perú, Montevideo: Instituto Teológico del Uruguay. 


ZAMORA Y CORONADO, José María (1846), Biblioteca de legislación ultramarina en forma de diccionario 
alfabético, Madrid: imprenta de J.Martín Alegría, Tomo IV [consulta en línea, octubre 2016: https://archive. 
org/details/bibliotecadeleg00corogoog]. 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2021-13 


